
Artículo 1. Finalidad de la ley. 

1. La presente ley tiene por finalidad otorgar una protección adecuada frente a las represalias 

que puedan sufrir las personas físicas que informen sobre alguna de las acciones u omisiones a 

que se refiere el artículo 2, a través de los procedimientos previstos en la misma. 

2. También tiene como finalidad el fortalecimiento de la cultura de la información, de las 

infraestructuras de integridad de las organizaciones y el fomento de la cultura de la información 

o comunicación como mecanismo para prevenir y detectar amenazas al interés público. 

 

Artículo 2. Ámbito material de aplicación. 

1. La presente ley protege a las personas físicas que informen, a través de alguno de los 

procedimientos previstos en ella de: 

a) Cualesquiera acciones u omisiones que puedan constituir infracciones del Derecho de la Unión 

Europea siempre que: 

1.º Entren dentro del ámbito de aplicación de los actos de la Unión Europea enumerados en el 

anexo de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre 

de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho 

de la Unión, con independencia de la calificación que de las mismas realice el ordenamiento 

jurídico interno; 

2.º Afecten a los intereses financieros de la Unión Europea tal y como se contemplan en el 

artículo 325 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE); o 3.º Incidan en el 

mercado interior, tal y como se contempla en el artículo 26, apartado 2 del TFUE, incluidas las 

infracciones de las normas de la Unión Europea en materia de competencia y ayudas otorgadas 

por los Estados, así como las infracciones relativas al mercado interior en relación con los actos 

que infrinjan las normas del impuesto sobre sociedades o con prácticas cuya finalidad sea 

obtener una ventaja fiscal que desvirtúe el objeto o la finalidad de la legislación aplicable al 

impuesto sobre sociedades. 

b) Acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de infracción penal o administrativa grave 

o muy grave. En todo caso, se entenderán comprendidas todas aquellas infracciones penales o 

administrativas graves o muy graves que impliquen quebranto económico para la Hacienda 

Pública y para la Seguridad Social. 

2. Esta protección no excluirá la aplicación de las normas relativas al proceso penal, incluyendo 

las diligencias de investigación. 

3. La protección prevista en esta ley para las personas trabajadoras que informen sobre 

infracciones del Derecho laboral en materia de seguridad y salud en el trabajo, se entiende sin 

perjuicio de la establecida en su normativa específica. 

4. La protección prevista en esta ley no será de aplicación a las informaciones que afecten a la 

información clasificada. Tampoco afectará a las obligaciones que resultan de la protección del 

secreto profesional de los profesionales de la medicina y de la abogacía, del deber de 

confidencialidad de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ámbito de sus actuaciones, así 

como del secreto de las deliberaciones judiciales. 



5. No se aplicarán las previsiones de esta ley a las informaciones relativas a infracciones en la 

tramitación de procedimientos de contratación que contengan información clasificada o que 

hayan sido declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de 

medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija la 

protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado. 

6. En el supuesto de información o revelación pública de alguna de las infracciones a las que se 

refiere la parte II del anexo de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 23 de octubre de 2019, resultará de aplicación la normativa específica sobrecomunicación de 

infracciones en dichas materias. 

 

Artículo 3. Ámbito personal de aplicación. 

1. La presente ley se aplicará a los informantes que trabajen en el sector privado o público y que 

hayan obtenido información sobre infracciones en un contexto laboral oprofesional, 

comprendiendo en todo caso: 

a) las personas que tengan la condición de empleados públicos o trabajadores por cuenta ajena; 

b) los autónomos; 

c) los accionistas, partícipes y personas pertenecientes al órgano de administración, dirección o 

supervisión de una empresa, incluidos los miembros no ejecutivos; 

d) cualquier persona que trabaje para o bajo la supervisión y la dirección de contratistas, 

subcontratistas y proveedores. 

2. La presente ley también se aplicará a los informantes que comuniquen o revelen públicamente 

información sobre infracciones obtenida en el marco de una relación laboral o estatutaria ya 

finalizada, voluntarios, becarios, trabajadores en periodos de formación con independencia de 

que perciban o no una remuneración, así como a aquellos cuya relación laboral todavía no haya 

comenzado, en los casos en que la información sobre infracciones haya sido obtenida durante el 

proceso de selección o de negociación precontractual. 

3. Las medidas de protección del informante previstas en el título VII también se aplicarán, en su 

caso, específicamente a los representantes legales de las personas trabajadoras en el ejercicio 

de sus funciones de asesoramiento y apoyo al informante. 

4. Las medidas de protección del informante previstas en el título VII también se aplicarán, en su 

caso, a: 

a) personas físicas que, en el marco de la organización en la que preste servicios el informante, 

asistan al mismo en el proceso, 

b) personas físicas que estén relacionadas con el informante y que puedan sufrir represalias, 

como compañeros de trabajo o familiares del informante 

c) personas jurídicas, para las que trabaje o con las que mantenga cualquier otro tipo de relación 

en un contexto laboral o en las que ostente una participación significativa. A estos efectos, se 

entiende que la participación en el capital o en los derechos de voto correspondientes a acciones 

o participaciones es significativa cuando, por su proporción, permite a la persona que la posea 

tener capacidad de influencia en la persona jurídica participada. 

 


